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Quiero partir con una ratificación conceptual. Una política de Defensa y Seguridad ( que involucra al conjunto de elementos propios de una política militar) es por definición una tarea ineludible e indelegable del Estado, como realidad compleja permanente, en cuanto a las definiciones básicas y estructurales que le darán sustento. Y es una tarea de política aplicada de los gobiernos, que son realidades temporales, que tienen que llevar a cabo Programas Políticos aprobados por la mayoría ciudadana, el cual involucra la satisfacción de los intereses nacionales bajo el paradigma representacional.


Para un determinado gobierno la construcción de políticas públicas representa sin lugar a dudas un enorme desafío, operando desde una gestión política que tenga como eje el desarrollo democrático de su estado-nación. Allí se condensan los paradigmas de la participación, representación y capacidad de discriminación de la ciudadanía, que tiene en conjunto con los otros actores estatales y privados, la misión de sintetizar la relación binaria de conflicto-consenso de la sociedad en la concreción de realidades que van a impactar sobre conjuntos de personas por determinadas temporalidades.


Se complejiza aún más el asunto, cuando incorporamos la relevancia del espacio público, como el lugar donde se escenifica la interacción entre ente estatal y ente ciudadano, dando lugar a un momento distinto, que no es puramente ámbito estatal o puramente ámbito privado (el mercado). Media esta relación la noción de responsabilidad pública, en cuanto  la existencia real de visiones distintas en el seno de la sociedad y que produce un eslabón de conflicto, se conjuga con la necesidad del acuerdo y la negociación, que permita el desarrollo de los intereses mayoritarios y justos, por lo tanto el del interés nacional.


Es justamente sobre estas nociones de políticas, que ha caído un manto de crítica y desprestigio por el modo de la construcción que se ha hecho en los estados latinoamericanos.


Hay tres grandes factores que constituyen un conjunto de elementos que han operado sobre los agentes y aparatos estatales, y que han determinado no solo las formas de construcción de esas políticas, sino el fondo mismo de ellas. Las Burocracias elitizadas, las dictaduras y el proceso de globalización unidireccional se han constituido en estos factores de influencia determinante, que en distintos períodos y con profundidades diversas han marcado una forma determinada de gestión pública. 

a)
América Latina tiene una experiencia histórica fundamental en cuanto a la conformación de sus estados, que se hizo en base a una estructuración de sistemas esencialmente caracterizados por la construcción de burocracia elitizadas, en manos de sectores oligárquicos terratenientes a los cuales progresivamente se le sumaron otros provenientes del comercio, las exportaciones y las finanzas. La participación de las masas ciudadanas quedaba relegada a un papel subordinado o cooptado por los sectores hegemónicos, que terminaban en un amplio dominio del conjunto de poderes del Estado. Esto repercutía inevitablemente en la construcción de las políticas estatales públicas, que tenían el sino de la segmentación, la segregación y la marginalización que llegaban en algunos casos a dominios exclusivos de éstos. La toma del estado por estos sectores fue una conquista determinante para la consecución de sus beneficios y la puesta en práctica de sus intereses como sector, pero significó al mismo tiempo la relegación de mayorías populares, y sobre todo el hermetismo y abandono frente a determinadas políticas sectoriales, entre las cuales destacaba con fuerza la política de defensa y los temas militares en general.  


El conjunto del tema quedó circunscrito solo a la elite militar, que entraba en relaciones de cooptación y manipulación con los sectores políticos, tanto de los partidos como del propio aparato gubernamental. Así se daba el hecho insólito de un acuerdo político implícito en que se le reservaba el exclusivo derecho de la generación de la política de defensa al nivel militar en tanto su función básica, sin interferencias civiles, pero a cambio se le cooptaba para la participación política en apoyo del gobierno o de su exclusión deliberativa.


Era un mecanismo de alejamiento de la contingencia, reservándole un espacio autonómico en las definiciones conceptuales y estratégicas, y sometiendo al nivel político solo el rol de ratificador y proveedor para la fase de implementación requerida.


Era de tal magnitud este divorcio entre grandes demandas sociales de participación democrática y el manejo monopólico de las esferas de poder decisional, así como la ausencia de canales efectivos de involucramiento en las distintas políticas sectoriales que se llevaban a efecto, que cuando se avanzó desde abajo en una mayor cuota de participación política, el conjunto del sistema entró en colapso y se produjeron las intervenciones para la ruptura de tal proceso, para el cual se hizo uso de la reserva estratégica que constituía el estamento militar. 

b)
El proceso dictatorial tiene justamente un origen, entre otros factores, en la dislocación que se produce entre un proceso creciente de democratización y autonomización de los actores sociales de base y el sistema que contenía el modelo político de democracia burocrática y excluyente. Se rebalsa éste, no pudiendo contenerlas dentro de ese chaleco de fuerza, por lo cual aumentaron los riesgos de explosión democratizadora con relevancia del conflicto, lo que aceleró la crisis del modelo de dominación ejercido hasta entonces, quedándole a los sectores hegemónicos la posibilidad de la recurrencia a la interrupción del proceso.


Desde esta perspectiva, la dictadura significó una doble elitización. Por una parte una interrupción abortiva de la masificación y “politización pública” de la política que llevó a cabo una historia y una práctica de sectores políticos populares. Por otra parte, la facilitación del acceso de nuevos sectores dominantes al poder político, que llevaron a cabo una modificación estructural de contenidos y de formas del abordaje de la política, que fue la plasmación concreta de la Doctrina de Seguridad Nacional, que tenía como argumentos ejes el peligro interno por el cuestionamiento a la institucionalidad, del cual emanaba por lo tanto un nuevo rol de las fuerzas armadas como garantes del proyecto construido.


Así la dictadura creó una nueva práctica socio-política que se reflejaba en disociaciones de las organizaciones sociales, un quiebre estructural entre el quehacer político de las elites y la participación masiva, un desprestigio de las organizaciones representativas, un discurso monocorde de los medios de comunicación, una inhabilitación de los espacios públicos tradicionales, un autoritarismo como forma de relación y una represión como respuesta a las voces críticas.


Esto se consagró a través de cuerpos legales, normativas, instituciones y prácticas que generaron una asimetría notable entre las políticas públicas provenientes del estado y la participación ciudadana en su gestación, aprobación e implementación.


La expresión orgánica máxima de esta síntesis se hace cuerpo en la Constitución de 1980 que recoge en su articulado y definiciones centrales el nuevo rol de las Fuerzas Armadas así como el funcionamiento de un nuevo tipo de régimen político, que tiene limitaciones y resguardos con respecto a la anterior experiencia de democratización desde la base social. El centro de la actual discusión nacional sobre Reformas Constitucionales tiene como fondo la contraposición entre una mirada restrictiva del sistema representacional participativo y la visión de ampliación de los marcos democráticos de construcción social. 


Se produce la evidente paradoja de un retiro evidente y programado del estado en la esfera de la vida cotidiana de los ciudadanos por sus demandas de bienes y servicios ( como fueron las áreas de la salud, la educación, la previsión, el mundo del trabajo, y en definitiva el sometimiento de la persona en forma individual al mercado plenipotenciario, etc., lo que se ha conocido en Chile como las siete modernizaciones del régimen militar) , y lo que seguía siendo la exigencia de ese mismo estado por la participación ciudadana en los espacios de deberes públicos ( como por ejemplo el votar en las elecciones, el respeto por la constitución, la conscripción militar, etc.).

c)
El proceso de Globalización neoliberal también juega un papel fundamental en esta dirección del quiebre de socializaciones básicas. Tiene una fuerte influencia los nuevos esquemas hegemónicos del crecimiento económico, que se fundamenta en realidades laborales flexibilizadas que tienden a atomizar las posibilidades de relaciones simétricas entre trabajadores y empresarios; el impacto del éxito económico en la construcción valórica de los individuos, que pierden los puntos de referencia de la solidaridad y los compromisos públicos; la fragmentación social producto de esquemas laborales y de convivencia que atentan contra la posibilidad de generación de comunidades, que puedan participar y crear realidades socio políticas.


Se ha producido un efecto a nivel super estructural con enorme impacto para los estados nacionales. Ha sido el traspaso de poderes tradicionales en manos de estos poderes territoriales, a nuevos poderes de tipo consociativo, de carácter mundial, que tienen su fundamento central en el interés individual (individualismo posesivo) y no en la definición y delimitación espacial, que es desbordada, a propósito que ese interés es ajeno a esta variable.


Esto ha dado paso a grandes conglomerados mundiales del comercio, las finanzas y la industria que son poderes supranacionales con fuerte injerencia y determinación sobre los estados. Así como el fenómeno de las comunicaciones ha permitido la volatilidad del dinero, de la producción material, también lo ha hecho con la realidad fáctica, pasando a crear nuevas realidades virtuales, entrando firmemente en el campo de las manipulaciones.


Este conjunto de dominios en la virtualidad, que esconden tras de sí, grandes y poderosos grupos económicos a nivel mundial, también han dejado sumido en la indefensión e insignificancia al ciudadano común, afincado todavía a una realidad espacial y cultural determinada.


Las posibilidades de influencia de ese ciudadano singular en los detalles de la vida pública, se estrechan en la medida que muchas de las variables son dependientes de otros agentes, que ni siquiera son locales, por lo tanto obedecen a otra lógica, que es la relación de su interés particular con alcance global, en cuanto ese interés ya no tiene borde, por lo tanto su única articulación es el todo.

 
Este conjunto de factores, que han estado superpuestos en la temporalidad, han sido determinantes en la instalación de tendencias que se han mantenido en el tiempo y que también han sido constitutivas de regímenes políticos diversos, incluso los que emergieron post dictaduras.


Se han instalado en el cuerpo político y social de los estados, y con dramatismo se notan en los gobiernos transicionales, que no pueden o no quieren realizar un giro que implique una ruptura epistemológica con lo anterior.

Posibilidades de nuevos escenarios.


Como todo proceso dinámico, lo ya expuesto no está ajeno al surgimiento de contradicciones y tensiones que implican pequeñas fracturas, que abren ventanas para el escape de flujos que generan nuevos movimientos.


La definición central es que nos encontramos en un modelo en transición que tiene distintas aristas.


Por una parte elementos constitutivos de continuidad, que se dan especialmente en los ámbitos más “duros”, como son la economía y el rol de los militares.

Por otra parte elementos de ruptura, que están ubicados esencialmente en los ámbitos culturales, valóricos y en forma más incipiente en los socio-organizativos y en demandas participativas.


La nueva posibilidad de una participación más relevante de otros actores estatales y del conjunto de la sociedad civil, tiene que ver con ciertos hechos políticos e históricos que se han hecho visible en este nuevo escenario y que han logrado impactar en una visión y articulación que se ha hecho  necesaria para dar forma a nuevas prácticas, donde ocupa un papel relevante y encuentra su posibilidad de realización plena una política específica y altamente sensible como es la política de defensa de un estado-nación.


Logro caracterizar tres hechos que han sido esenciales para la generación de un nuevo ambiente en esta línea:

a.-
Las grandes transformaciones estratégicas a nivel mundial que se produce en la coyuntura de los años 1989-1991 con el derrumbe de la Unión Soviética y su entorno político estratégico más cercano en Europa Oriental y con la consolidación de un modelo económico de desarrollo basado en el fundamentalismo liberal, marca un período de inflexión histórica que va a iniciar una etapa altamente favorable para los intereses hegemónicos de Estados Unidos y su respectiva visión de mundo. Hay un ocaso de la visión maniquea del conflicto este-oeste y la conocida guerra fría con su característica orgánica de división mundial, da paso a un mundo unipolar con una clara "americanización" de diversas esferas de la vida y la política.


En el plano estrictamente de la Defensa genera rearticulaciones conceptuales ante la desaparición de los enemigos “ideológicos” tradicionales, haciendo caer en crisis el fundamento esencial de la Doctrina de Seguridad Nacional y los organismo regionales de Defensa, con lo cual queda en un campo inerte la visión de esta expansión de un peligro común. Así comienzan los primeros proyectos modernizadores de las fuerzas que tienen que ver con reducciones presupuestarias, profesionalización de los ejércitos, mayor eficiencia cualitativa, surgimiento de nuevas misiones en el contexto internacional y las primeras hipótesis estratégicas de seguridad sub regional y vecinal.

b.-
Una nueva lectura de la realidad latinoamericana que se hace desde Estados Unidos después de décadas de una orientación estratégica basada en la "Seguridad Nacional" que originó y sustentó experiencias dictatoriales tradicionales e inéditas que lograron un fuerte impacto en la conciencia mundial y en nuevas luchas democráticas de pueblos latinoamericanos. Estados Unidos se hace cargo de los cambios políticos que conlleva la democratización e impulsa modificaciones en el ámbito político-militar que se van traduciendo en orientaciones sistemáticas que provienen de su política gubernamental para la región.


Su acento en sistemas políticos estables y democráticos, como uno de los conceptos centrales de su arquitectura de intereses globales, ha repercutido en la proyección política que incentiva en la región. Si bien esto obedece al esquema de intereses nacionales de Estados Unidos, y por lo tanto con todas las restricciones necesarias que eso conlleva, ha sido una oportunidad para insistir en los gobiernos civiles con subordinación de las fuerzas armadas.

c.-
La experiencia de las dictaduras latinoamericanas, en algunos países inéditas históricamente, dejó una valla muy alta de fractura en las relaciones civiles-militares y político-militares. Esto ha demandado significar una reconceptualización del tipo de relaciones y del modo de inserción de los militares en los nuevos procesos democráticos, donde destaca su tarea esencial de la defensa exterior. Del mismo modo que se requiere una evaluación de cómo se construyeron roles históricos hipertrofiados de los militares en la elaboración de determinadas políticas, se necesita el análisis autocrítico del nivel civil, parlamentarios y partidos Políticos esencialmente, de su cuota de responsabilidad y participación en este diseño distorsionado.


La articulación de estos elementos ha permitido avanzar a conclusiones ampliamente respaldadas en cuanto a dotarse de una política de Defensa y Seguridad que sea fruto de una elaboración colectiva entre civiles y militares, con una participación más activa de los otros poderes del Estado, del sistema político y de una comunidad de civiles.

Doble camino de transición


Estamos frente a un período histórico que tiene una particularidad. Nos enfrentamos a una doble faz transicional, que influye determinantemente en los rumbos institucionales y societales que se están desarrollando.


Por una lado identificamos esta transición a nivel epocal, de los grandes paradigmas y modelos organizacionales que hemos visto desenvolverse, que entronca y tensiona a una transición local, a nivel del país, y que tiene que ver con la modalidad de paso de un régimen político a otro. Estas dos fracturas equidistantes en un mismo momento histórico son las que complejizan el tránsito histórico de las propias instituciones, de las sociedades y de las tradicionales formas que adquiere la resolución política.


Esta doble faz logra generar contradicciones internas que producen asincronías que son relevantes para el proceso de ciudadanización y que tomará su tiempo para un nuevo acoplamiento. Un ejemplo decidor para nuestra realidad, es que mientras nuestra transición nacional se hacía con fuerte componente social de participación y la recuperación del ente estatal para producir correcciones y regulaciones necesarias en la satisfacción de demandas plurales de la sociedad, a nivel de la transición mundial se veía un desperfilamiento notorio y creciente de la participación en los espacios democráticos, dislocando poderes hacia otros actores de carácter supranacional que privatizan los espacios públicos, que deslegitiman y segregan espacios de acción del estado, reduciéndolos a tareas de subsidio, así como hegemonizan en un pensamiento único excluyente las posibilidades de variantes en los proyectos estratégicos.


Esta doble existencia de tiempo y de contenidos va a terminar por imponerse desde la lógica supranacional, involucrando cada vez más nuevos territorios geográficos y culturales a una sola y determinada forma de control hegemónico.

Demandas democráticas emergentes


Este nuevo escenario político, dotado de realidades que se rearticulan y que van generando ambientes cambiantes y contradictorios, está siendo a su vez presionado por demandas democráticas emergentes que tienen cuestionado al sistema coyuntural y a largo plazo puesto en el tapete central su propia legitimidad como convivencia nacional.


Claramente no son demandas inéditas, de una u otra forma han estado presente siempre en las reivindicaciones democráticas radicales. Lo novedoso y emergente está más bien en las formas en que se tienden a articular, en que subsistiendo en un sistema claramente avasallador, absorvente y deslegitimante, se experimentan desde nuevas experiencias consociativas desde la base social, que tiende a buscar sus espacios de resolución por fuera de los mecanismos de control social tradicional y de las institucionalidad política burocrática. Es un mecanismo que busca su legitimación en la acción directa, es una democracia participativa por sobre la representativa. En la cual los actores no quieren mediaciones institucionales segregadas, sino la relación directa con los decisores.


En esta dirección puedo identificar las siguientes variables:

a) Participación. Siendo un elemento consustancial a un régimen democrático, no existe plena convicción para su activación como una herramienta política cotidiana como parte del engranaje de las presiones y contra balances necesarios en el juego político. A pesar de estas limitaciones superestructurales, la experiencia fáctica de la lucha por la democracia en los ochenta, ha dejado un fondo cultural proclive a la reorganización y participación de organismos ciudadanos que tiende a abrirse paso, tanto por dentro de la institucionalidad como por fuera de ésta. Son parte de una microfísica del poder, que dan cuenta tanto de los antiguos fenómenos organizacionales de corte clasista, como de nuevos procesos de carácter sectorial, transversal, identitario. La fuerza de movimientos de mujeres, medioambientalistas, étnicos, minorías sexuales, objetores de conciencia, derechos humanos, consumidores, culturales, etc., han hecho realidad política muchas demandas que anteriormente se mantuvieron en el plano de la absoluta discriminación o en el ámbito del mundo privado. Esto genera una nueva exigencia para los actores políticos, que es esencialmente contar con canales efectivos para la vehiculización de sus pareceres y demandas efectivas. Esta participación en el plano reivindicativo choca con la realidad de la participación en el plano político, donde crecientemente se notan ausencias y automarginaciones. Ejemplo de estos son las bajas en las militancias políticas y en las votaciones electorales para la elección de representantes políticos. Hay una crítica implícita en estos mecanismos políticos considerados como una comunidad inoperante, por sobre la negociación directa de la presión de las demandas y las movilizaciones. Un ejemplo particular, y relacionado con la realidad militar, lo ha constituido el movimiento de objetores de conciencia, que se ha organizado por fuera de los instrumentos políticos tradicionales, y ha generado movilizaciones y defensa de los objetores como de los remisos a nivel nacional, constituyendo de hecho una presión por el reconocimiento de sus demandas, a tal punto que al Foro sobre el Servicio Militar que organizó el Ministerio de Defensa de Chile fueron invitados a participar formalmente como expositores, adquiriendo con esto categoría de interlocutor válido.

b) Transparencia. Con la existencia de sistemas políticos que se han consolidado fuertemente a niveles superestructurales, con cierto hermetismo en su gestión, con procedimientos excluyentes en su gestación ( como lo son las leyes electorales binominales para elección de representantes parlamentarios), con bajas representatividades de militancia, con fuerte sentido partitocrático por sobre la participación directa, se ha generado una visión de desprestigio de la actividad política y gubernamental que deja peligrosamente en una situación límite muchas de las políticas públicas. De allí que la transparencia de la acción y de las resoluciones políticas no sean solo un instrumento técnico burocrático, sino un elemento esencial de una buena política pública, que implica conocimiento de los debates, de los mecanismos de aprobación y resolución, de los actores que están en juego, de los recursos financieros que están involucrados.

c) Gestión. Un elemento relevante en la crisis del rol estatal ha estado dada por los problemas propios de la gestión al interior de ese modelo organizacional, que ha colapsado por condiciones de ineficiencia frente a demandas cada vez más mayores, urgentes y complejas. A este desfase de exigencias ciudadanas también se suman los avances de metodologías y técnicas de gestión que han provenido de la práctica privada y del mundo académico, y que han significado aspectos determinantes en la eficacia de los resultados esperados. El tema de la gestión cada vez más se transforma en un ingrediente que asegura en un buen porcentaje los éxitos esperados, porque concentra en sí en la fase de elaboración los componentes de manejo político, técnico, participativo, presupuestario que hoy día se exigen para un buen funcionamiento del modelo en su conjunto. Esto adquiere mayor gravitación cuando se trata de áreas que manejan presupuestos altos que deberían redundar en beneficios directos con la mayor eficiencia posible y de largo alcance.

d) Legitimación. El curso tradicional que seguían las políticas públicas para su legitimación estaba dado por el juego político que se sustentaba en el Poder Legislativo y en el Sistema de Partidos. Con cierto ocaso de la política partitocrática, el sustento legitimante se ha dislocado hacia estructuras intermedias de la organización estatal, como son los ámbitos locales, hacia los órganos sociales territorializados, hacia las estructuras gremiales y hacia actores transnacionalizados. La particularidad de estas nuevas demandas por legitimidad política, es que se conjugan como un sistema, en que hay una fase legitimante, que es la posibilidad cierta de una metodología participativa para la construcción de las políticas, una fase de legitimación, que es la interacción real y efectiva con los actores directamente involucrados y la fase legitimadora, que es la apropiación social de la política pública. La legitimación pasó de ser un acto burocrático a uno de demanda ciudadana.


La posibilidad cierta que esta conjugación de actores y de nuevos contextos políticos de nuestro país den frutos positivos en la elaboración de políticas es altamente estimulante para plantearse nuevos desafíos orgánicos y conceptuales que renueven democráticamente nuestra política de Defensa.


Para esto es necesario definir los ámbitos en los cuales es imprescindible dar un salto cualitativo, y sobre donde se han concentrado demandas e inquietudes de la ciudadanía. 

a.-
La elaboración de una Política de Defensa Pública.



Un gran logro de los gobiernos de la Concertación tuvo que ver con darle forma pública a una política de Defensa que tuvo su expresión en el Libro de la Defensa. El período para el cual estaban pensados esos lineamientos se ha cumplido, y es menester, a propósito de nuevas modificaciones estructurales en el seno de los estados y sociedades latinoamericanas dar pasos a una nueva versión.



Sin dudas que hoy se presentan mejores condiciones para que el debate tenga alcances mayores tanto a nivel de sus participantes como de los conceptos que le den sustento. Ha habido un período de prueba de la anterior elaboración, hay más sectores involucrados y cada vez nuevas sensibilidades de otros actores sociales no estatales que manifiestan el interés de opinar desde sus particulares visiones, sobre un tema tan de fondo y determinante como el que constituye los lineamientos de una política estatal sobre defensa y seguridad.



Me parece relevante que se generen mejores condiciones para un debate que pueda renovar cimientos epistemológicos que están a la base de las elaboraciones anteriores, y que pueda enriquecer el espectro conceptual, para sacarlo de ciertos nichos establecidos con cierta rigidez, y que tienden a reproducir viejas discusiones sobre los temas militares.



En este marco aparece como estimulante discutir dos fundamentos básicos que lo constituyen los conceptos de "interés nacional" y de "seguridad nacional". Ambos provenientes de cierta filosofía política clásica y de un momento histórico muy determinado en América Latina, que se asocia con modelos políticos altamente militarizados. Un intercambio agudo y plural es altamente positivo, más aún teniendo en cuenta nuestras particularidades como naciones, nuestra experiencia histórica y nuestras posibilidades de desarrollo real.



Del mismo modo es válido para revisar las visiones estratégicas en que están fundadas las actuales concepciones, y que a la luz de nuevas convivencias democráticas en el ámbito vecinal y regional parecerían insuficientes para dar cuenta de una oportunidad histórica de fundar nuevas bases de relaciones internacionales e inaugurar experiencias de integración profunda.

b.-
La Modernización del órganos gubernamental esencial que es el Ministerio de Defensa.



El reconocimiento del atraso en la modernización del Ministerio de Defensa es casi unánime, y eso posibilita generar amplios acuerdos en los rumbos y estilos de la modernización. Es importante no solo resolver aspectos técnico- jurídicos de su funcionamiento interno, sino también mecanismos que den cuenta interiormente de una modalidad de construcción de políticas, de interacción fluida de civiles y militares, de incentivo a desarrollo de investigaciones científicas sobre los temas requeridos, de dar cuenta de una visión de conjunto del impacto de una determinada política de defensa en el conjunto de áreas del estado.



El Ministerio de Defensa debe transformarse en una gran articulador y guiador de la complejidad de esta política, así como de un constante estimulador de una comunidad de defensa más vasta y plural.



Aparece como un aporte esencial desde esta mirada, la inversión y renovación que se pueda dar en los recursos humanos que están involucrados en la confección de políticas particulares, pero con visión nacional y de largo alcance. Cada vez más la constitución de equipos de excelencia académica y técnico-político se transforman en herramientas fundamentales para el éxito de los desafíos planteados. La inversión en recurso humano , que genere una administración pública eficiente y creíble es una demanda urgente.

c.-
Un nuevo concepto en Economía de Defensa.



Un tema altamente sensible y cada vez más cuestionado tiene que ver con las modalidades y conceptos que están involucrados en el financiamiento de la política de defensa. La existencia de gastadas y cuestionadas fuentes de financiamiento han hecho de este ámbito una zona oscura de la política, y que justamente por lo delicado de sus resoluciones tendría que ser una de las más transparentes.



Hay que revisar completamente el sistema de financiamiento, particularmente el que viene por mecanismos automáticos (La ley reservada del Cobre); hay que engranar de mejor forma el gasto militar en el conjunto del gasto público a través de una modalidad conceptual aceptada; hay que definir una política coherente en cuanto a compras militares buscando otros resultados laterales que sean beneficiosos en un concepto país ( la política de compensaciones económicas); hay que definir el sistema  de compras militares entendiendo por tal que existen diversas instancias y agentes involucrados y que es altamente recomendable, sobre todo por la presencia siempre de altos volúmenes que están en circulación, la existencia de controles y segmentaciones en el conjunto de la circulación de la operación. También es fundamental pensar cada vez más en ciertas especializaciones para este ámbito, teniendo en cuenta lo cada vez más oneroso que se transforma esta materia y lo altamente tecnológico del material involucrado.



Un débito muy notable en estas materias es la discusión pública de la tradicional dicotomía que se establece entre gasto militar versus gasto social. Se  requiere avanzar simultáneamente en dos frentes: por una parte en el ámbito de teoría económica y aspectos técnicos para dejar instalado el gasto militar dentro de una política económica general que sea acorde con los objetivos y demandas nacionales de crecimiento equitativo. Por otra parte en el ámbito político-social para hacer de esta discusión más participativa, similar conceptualmente y que logre articular tiempos inmediatos con largas duraciones. 

d.-
La consolidación de una comunidad de defensa.



Uno de los logros más importantes de este último período ha tenido que ver con el involucramiento de civiles en políticas de defensa.



Ha sido un esfuerzo permanente tanto de los gobiernos de la Concertación, como de determinados partidos políticos, ciertos ámbitos académicos y las propias instituciones militares, que vieron en esto una de las formas de rearticular una relación con el mundo civil.



Al conjunto de estos actores ( militares, académicos, políticos) se le ha denominado Comunidad de Defensa, y ha podido encontrarse en múltiples eventos para el intercambio de opiniones sobre los temas comunes, generando reflexiones que se han ido instalando en concepciones de defensa que se van asumiendo colectivamente.



Pero sin lugar a dudas que a esta comunidad, desde nuestra perspectiva le falta bastante. Hoy es necesario invertir más en la formación de civiles que no solo puedan pensarse como futuros burócratas de un determinado aparato estatal, sino con una visión más amplia la necesidad de estos civiles especialistas en los propios partidos políticos, en el Parlamento, en órganos asesores, en las universidades, en la comunidad científica investigativa, en otras organizaciones socio-políticas, etc., de modo de  poder ampliar el espectro de acercamientos empírico-teóricos sobre esta materia.



Del mismo modo aparece como una necesidad ineludible el ampliar el espectro disciplinario de los estudios relacionados con la defensa en general como de sus partes y componentes. Cada vez más se impone una visión holística, interdisciplinaria y multidisciplinaria de procesos y fenómenos que están involucrados. No basta solo con los estudios propiamente tal de defensa, sino se hace necesario el cruce disciplinario con ciencias como la sociología, la sicología, los estudios culturales, la historia, las comunicaciones, etc..



Un salto cualitativo que ya está exigiendo el actual momento tiene que ver con la consolidación de la actual “comunidad de discusión” y su relación con la conversión en una “comunidad del conocimiento”, que tiene sus propios códigos, especialmente en los niveles de la elaboración científica, como en la circulación y exposición del conjunto de ideas para el debate. En este caso juega un rol determinante la fórmula del cruce entre investigación militar e investigación universitaria.

e.-
Reformas Constitucionales necesarias.



Un tema pendiente en la agenda política nacional, que ha estado presente en los tres programas de gobierno de la Concertación, tiene que ver con las necesarias reformas constitucionales que son un obstáculo para el pleno funcionamiento de instituciones democráticas, propias de un sistema representativo.



Entre ellas, el artículo N° 90, que tiene que ver con la definición constitucional del rol garante de la institucionalidad asignado a las Fuerzas Armadas. Hecho inédito en el ordenamiento constitucional chileno y que tiende a tergiversar y desnaturalizar el rol tradicional y consensual que se le asigna a un poder armado en un legítimo estado de derecho.



El resto del articulado que debieran modificarse lo completan el N° 93 sobre Designación de los Comandantes en Jefe del Ejército, Armada y Fuerza Aérea entre las cinco antigüedades, dejando en libertad al Presidente de la República para designar entre cualquiera de los oficiales generales según su parecer y llamarlos a retiro sin necesidad de acuerdo con el COSENA. Modificación del artículo 95 y 96 sobre Consejo de Seguridad Nacional dejándolo solo como un organismo consultivo sobre materias de seguridad exterior cuando el Presidente de la República lo solicite, y agregando como noveno integrante al Presidente de la Cámara de Diputados.



La “vuelta a la normalidad” en este tema, es desde mi punto de vista, un pilar necesario para el proceso de modernización de las Fuerzas Armadas, en cuanto a que la anterior figura jurídica la deja atada a una constante tensión política; de hecho la politiza porque la hace parte del juego propio de la política coyuntural de lucha por el poder, y la instala frente a la sociedad política como un actor que está enormemente cargado con componentes de nuestra historia reciente, en la cual jugó un papel altamente ideologizado.

f.-
Una mayor reflexión sobre el instrumento fundamental de la defensa.



Una cara oculta de los estudios de Defensa, y de los intercambios públicos de opiniones e investigaciones científicas, tienen que ver con el instrumento esencial de la defensa, que son las fuerzas armadas.



Son inexistentes los estudios civiles sobre los temas de educación, formación, incorporación de la mujer, la profesionalización, la ética militar, mando y liderazgo, estructuración de las fuerzas, la conscripción militar, el mundo retirado militar, los antecedentes históricos de la evolución de las relaciones entre civiles y militares, la construcción de los discursos, etc.. Es un largo enumerar de temas, que provienen de los enfoques de distintas disciplinas, que no son investigados, sistematizados o no se cruzan con los estudios y percepciones de los propios institutos armados.



En este ámbito sin lugar a dudas no se ha podido construir una comunidad científica, que como tal produzca conocimientos y los ponga en circulación para su análisis y crítica.



La visión general de la “modernización de las fuerzas armadas” ha sido un tema hasta ahora limitado y con poca intervención de otros actores nacionales. Podemos destacar ciertas áreas que son muy sensibles en un futuro diseño de un programa de modernización, algunas de las cuales están en pleno ejercicio: los temas educativos y la formación de los futuros cuadros oficiales a lo largo del conjunto de su carrera; las modificaciones al servicio militar obligatorio y las demandas orgánicas y conceptuales que esto va a requerir; la cada vez más masiva incorporación de la mujer y las posibles transformaciones organizacionales, culturales y simbólicas que se producirían; los desarrollos doctrinarios de las instituciones tanto en sus componentes permanentes, como en las nuevas adquisiciones epocales; las modernizaciones técnicas y tecnológicas que se han ido produciendo con los avances de la ciencia y del conocimiento.



Creo que la reflexión sobre estos temas se imponen por su importancia y premura, en cuanto a que cualquier política de defensa y seguridad, tiene que ineludiblemente analizar este componente esencial dentro de sus propias lógicas de estructuración, como un tema en sí mismo y a su vez relacionado con otros componentes, que en conjunto constituyen una política.



Seguir postergándolo, es seguir con cierto castramiento del conjunto del tema Defensa, en cuanto una de sus partes no está del todo afinada, y no es objeto de estudio riguroso ni sistemático.



El desafío está planteado, y cada vez más gozamos de mejores condiciones que impulsen un debate nacional y democrático de envergadura.
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